
CONSELLERIA D'INTERIOR
Num. 5906

Notificació de proposta de resolució al procediment sancionador
en matèria de joc núm. JC0048/2008.

Havent-se intentat, pels mitjans legalment establerts, la notificació perso-
nal de la proposta de resolució d’expedient per infracció administrativa en matè-
ria de joc, en el carrer sol·licitat en la diligència de compareixença apud acta
celebrada en data 11 de febrer de 2009, i atès que no hi ha constància en els
expedients de la seva recepció per la persona interessada, d’acord amb el que
disposa l’article 59.5 de la Llei 30/1992, de 26 de novembre, de Règim Jurídic
de les Administracions Públiques i del Procediment Administratiu Comú, pel
present anunci, es posa en coneixement de la persona que s’indica  a continua-
ció, que la Direcció General d’Interior, ha dictat proposta de resolució
d’Expedient Sancionador per presumpta infracció comesa en matèria de joc,
comunicant-los que de conformitat amb el Reglament de procediment a seguir
per la Administració de la Comunitat Autònoma en l’exercici de la Potestat
Sancionadora, Decret 14/1994, de 10 de febrer (BOCAIB núm. 21 de 17/02/94),
disposa de quinze dies hàbils, comptats a partir de l’endemà de la publicació del
present anunci, per a formular al·legacions i proposar les proves que consideri
convenient.

L’expedient es troba a la seva disposició a la Conselleria d’Interior, servei
de Joc, situada en  C/ de Francesc Salvà, s/n (Es Pinaret). Es Pont d’Inca
(Marratxí). Així mateix, podrà reconèixer la seva responsabilitat i fer efectiva la
sanció corresponent, a través de l’imprès normalitzat (DUI) que li serà facilitat
a dita Conselleria, en el Servei de Joc, posant així fi al procediment administra-
tiu sancionador. En cas de reconèixer la seva responsabilitat en qualsevol
moment anterior a la resolució de l’expedient sancionador, se li aplicarà les
reduccions establertes en els art. 14.1 i 14.2 de la Llei 11/2002, de 23 de des-
embre. Aquestes reduccions són del 15% per reconeixement de la responsabili-
tat amb anterioritat a la resolució de l’expedient sancionador i del 15% per acre-
ditar, davant l’òrgan competent, l’esmena de la conducta infractora. 

Núm. Exp: JC0048/2008.
Expedientat: Bartolomé Pascual Rubio (78.200.801-L)

Articles i normes infringides: art.2.a)  Llei 34/1987, de 26 de desembre,
sobre potestat sancionadora de l’Administració Pública en matèria de jocs de
sort, envit o atzar i l’apartat 2.2 del Decret 34/1997, de 7 de març, pel que s’a-
prova el Reglament de casinos de joc de la comunitat autònoma de les Illes
Balears.

Sanció:30.000 €. 

Marratxí,  12 de març de 2009

La funcionària instructora
Yolanda Jiménez Álvarez

— o —

Num. 5912
Notificació de la resolució de l’expedient disciplinari: núm.
6/2008/DGFP/SRJ/DISC/OM

Atès que no ha estat possible la notificació de la resolució de l’expedient
sancionador número 6/2008/DGFP/SRJ/DISC/OM de la Conselleria d’Interior,
contra la Sra. Ana Amador Guerrero per la comissió d’una falta molt greu tipi-
ficada a la Llei 3/2007, de 27 de març, de la Funció Pública de la comunitat
autònoma de les Illes Balears; una vegada l’ha tornat l’òrgan notificador i en
compliment del que disposa l’article 59.5 de la Llei 30/1992, de 26 de novem-
bre, de règim jurídic de les administracions públiques i del procediment admi-
nistratiu comú, es notifica el següent:

La resolució es troba a disposició de la persona interessada a les depen-
dencies de la Direcció General de Funció Pública de la Conselleria d’Interior, al
carrer Francesc Salvà, s/n (Es Pinaret) de Marratxí.

Expedient núm.: 6/2008/DGFP/SRJ/DISC/OM
Persona interessada: ANA AMADOR GUERRERO, funcionària del cos

administratiu de la comunitat autònoma de les Illes Balears, amb plaça adscrita
al Departament de Farmàcia del Servei de Salut de les Illes Balears.

La Consellera d’Interior
María Ángeles Leciñena Esteban

Marratxí, 9 de març de 2009
— o —

Sección I - Comunidad Autónoma Illes
Balears

1.- Disposiciones generales

PRESIDENCIA DE LAS ILLES BALEARS
Num. 6504

Ley 2/2009 de 19 de marzo, de rehabilitación y mejora de barrios
de los municipios de las Illes Balears.

EL PRESIDENTE  DE LAS ILLES BALEARS

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento de las Illes Balears
ha aprobado y yo, en nombre del Rey, y de acuerdo con lo que se establece en
el artículo 48.2 del Estatuto de Autonomía, tengo a bien promulgar la siguiente:

LEY

EXPOSICION DE MOTIVOS

El artículo 47 de la Constitución Española garantiza el derecho de las ciu-
dadanas y los ciudadanos a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Este
derecho, sin embargo, no se limita a los muros que circunscriben la vivienda. La
vivienda se extiende en el entorno inmediato, al barrio, a las calles y a los jar-
dines, a los espacios públicos, al equipamiento colectivo, a las redes de traspor-
te. Se extiende, incluso, al lugar de trabajo, a la escuela, al espacio de compras
cotidianas. La vivienda, por lo tanto, es también el barrio: el espacio colectivo
donde habiten las personas. Esta ley parte de la premisa de que el derecho a la
vivienda digna constitucionalmente reconocido se extiende de forma insepara-
ble al derecho de disfrutar de un barrio igualmente digno, de un hábitat adecua-
do a las necesidades de la población.

Tradicionalmente en nuestros pueblos y ciudades, el espacio público -y
los barrios por extensión- se ha concebido como el ámbito de la expresión y la
apropiación social por excelencia, el espacio que les otorga identidad y carácter.
Es el lugar que conserva la memoria y la identidad de sus habitantes. Desde el
año 1975, en que se impulsaron por primera vez actuaciones para la rehabilita-
ción de los barrios del centro histórico de Palma, la preocupación por asumir
una vivienda digna, en el marco de un desarrollo urbano integral, ha ido en
aumento.

Pese a esta voluntad, ciertos pueblos y barrios de las ciudades de las Illes
no han tenido, en términos generales, una evolución suficientemente positiva
debido a la existencia de diversas deficiencias sociales, económicas, ambienta-
les, urbanísticas y arquitectónicas.

Estas deficiencias son la principal causa de que estos barrios sufran un
proceso de degradación que tiene, entre otras, consecuencias como el mal esta-
do de conservación de las edificaciones, el déficit de espacios públicos, la falta
de dotación de equipamientos comunitarios, la concentración de grupos de ciu-
dadanos con necesidades especificas y la falta de desarrollo económico. 

Cuando las condiciones generales de habitabilidad son deficientes en una
parte importante del tejido construido, se produce la progresiva degradación de
los barrios, siendo necesaria la promoción de actuaciones públicas de fomento
y regeneración de los espacios públicos y de las viviendas de los residentes habi-
tuales. Estas intervenciones tienen que ser adecuadas al valor patrimonial origi-
nal del espacio y tienen que promover la utilización de materiales y mobiliario
urbano de calidad. Al mismo tiempo, la programación de las intervenciones
tiene que facilitar en primer lugar la recuperación y consolidación progresiva de
espacios priorizando las calles o zonas más representativas o de mayor atracti-
vo o utilidad para ir consolidando la revitalización del barrio. A continuación,
esta revitalización se tiene que dirigir a las áreas complementarias para reforzar
la consolidación de la rehabilitación y acotar de forma progresiva la extensión
de las áreas marginales o degradadas.

Con el objetivo de consolidar políticas de marcado carácter social, arqui-
tectónico y de sostenibilidad ambiental, mediante esta ley se pretende conseguir
la reconducción de los procesos de degradación en los barrios de los municipios
de las Illes Balears. Se fomenta la intervención integral de las administraciones
públicas con el fin de dotar a los barrios y pueblos que presentan problemáticas
específicas de mejoras a nivel social, económico, urbanístico, arquitectónico y
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de vivienda, y de contribuir con dichas actuaciones al bienestar de los ciudada-
nos y las ciudadanas que allí vivan.

La finalidad de la presente ley es, consecuentemente, la rehabilitación y la
mejora de los pueblos y de los barrios de las ciudades de las Illes Balears,
mediante la promoción y la ejecución de medidas que supongan una regenera-
ción social, económica, urbanística, arquitectónica, de vivienda y de sostenibi-
lidad. No obstante, resulta difícil que estas actuaciones sean sufragadas en su
totalidad por las entidades locales, por lo que se pretende abordar un plan auto-
nómico para la rehabilitación y mejora de los pueblos y las barriadas de nues-
tras islas, que permitirá que se puedan llevar a término los proyectos necesarios
para la rehabilitación y mejora de las áreas objeto de degradación, y que se pue-
dan abrir nuevos escenarios de habitabilidad y de calidad de vida.

Esta ley se dicta de acuerdo con el artículo 30.3 del Estatuto de Autonomía
de las Illes Balears, con la redacción que le da la Ley Orgánica 1/2007, de 28 de
febrero, que atribuye a nuestra comunidad autónoma la competencia exclusiva
en materia de ordenación del territorio, urbanismo y vivienda. Todo ello de
acuerdo con lo que prevé el artículo 149.1.3 de la Constitución.

Artículo  1
Objeto 

El objeto de esta ley es establecer el marco normativo para una acción
pública y complementaria entre la Administración de la comunidad autónoma y
los municipios de las Illes Balears destinada a la rehabilitación y mejora de
barrios susceptibles de ser considerados de atención especial de conformidad
con lo que dispone el artículo 3 siguiente. 

Artículo  2
Principios informadores 

Los principios inspiradores de esta ley son:

a) La promoción de la rehabilitación de uso residencial así como de la
mejora del espacio urbano de los barrios de los municipios de las Illes Balears.

b) Favorecer la cohesión, la igualdad y el bienestar social de los residen-
tes en los barrios.

c) Fomentar la dinamización económica y social de los barrios.
d) Estimular el desarrollo de acciones dirigidas a mejorar la situación

ambiental así como la sostenibilidad de los tejidos urbanos.
e) Impulsar la acción coordinada entre la Administración de la comunidad

autónoma y los ayuntamientos para la obertura de nuevos escenarios de habita-
bilidad y de calidad de vida.

f) La promoción de medidas dirigidas a desarrollar actuaciones integradas
para la mejora física, social, económica y ambiental de los barrios.

Artículo 3
Criterios por los que se determinará el carácter de atención especial

de un barrio.

A efectos de esta ley, son susceptibles de ser considerados de atención
especial los barrios que se encuentran o se pueden encontrar, si no se actúa, en
alguna de las situaciones siguientes:

a) Un proceso de degradación arquitectónica, urbanística o ambiental
motivada, entre otros factores, por la obsolescencia del parque edificado, su
inadecuación a las necesidades de la población, la existencia de déficits en los
servicios y las instalaciones de las viviendas, la falta de equipamientos y espa-
cios públicos, la insuficiente calidad de la urbanización así como de los servi-
cios públicos, o la degradación medioambiental de la zona, con especial aten-
ción a conjuntos declarados BIC u otra figura similar y al patrimonio histórico.

b) Una problemática demográfica causada por la pérdida o el envejeci-
miento de la población, o bien por un crecimiento demasiado acelerado que no
pueda ser asumido desde el punto de vista urbanístico o de servicios.

c) La presencia de problemas económicos o sociales especialmente gra-
ves, como un bajo nivel educativo de la población, una elevada tasa de desem-
pleo, un acusado grado de pobreza, la existencia de un nivel elevado de crimi-
nalidad, una débil tasa de actividad económica, un porcentaje significativo de
población en riesgo de exclusión social o de personas que perciben pensiones
asistenciales y pensiones no contributivas, entre otros aspectos.

d) Una persistencia de déficits sociales y urbanos importantes y una pro-
blemática de desarrollo social del barrio.

Artículo  4
Medidas e instrumentos de intervención pública

1. En el marco de lo que dispone esta ley, se debe aprobar anualmente,
mediante una resolución del consejero de Vivienda y Obras Públicas, la corres-

pondiente convocatoria pública para la concesión de ayudas a los ayuntamien-
tos de las Illes Balears para realizar actuaciones de rehabilitación y mejora de
barrios enclavados en sus respectivos municipios, cuyas situaciones los hagan
susceptibles de ser considerados de atención especial.

2. Sin perjuicio de las medidas de fomento que se prevén en el punto ante-
rior, el Gobierno de las Illes Balears puede establecer, si es oportuno, otras fór-
mulas de intervención, con la participación de las entidades locales de las Illes
Balears, para articular la contribución técnica, material y financiera de la
Administración de la comunidad autónoma a la consecución de las finalidades
de esta norma.

Artículo 5
Destinatarios de las medidas de fomento

Pueden ser beneficiarios de las ayudas a las que se refiere el punto 1 del
artículo anterior los ayuntamientos y los consorcios regulados en el punto 2 del
artículo 15 de esta ley que, en el marco de la convocatoria correspondiente, lo
soliciten, directamente o mediante las fórmulas de colaboración que establece la
disposición adicional primera siguiente, y presenten proyectos de intervención
integral en barrios, el contenido mínimo de los cuales se debe ajustar a lo que
establece el artículo 8 de esta ley.

Articulo 6
Criterios para determinar los proyectos que se deben financiar

1. El procedimiento para la evaluación de los proyectos de intervención
que presenten los ayuntamientos y la consecuente selección de éstos como bene-
ficiarios de las ayudas públicas, en el marco de la convocatoria, se realizan en
régimen de concurrencia competitiva, respetando un equilibrio en la distribu-
ción territorial.

2. La Consejeria de Vivienda y Obras Públicas, en colaboración con las
consejerias competentes en materia de medio ambiente, ordenación del territo-
rio, asuntos sociales, así como con los consejos insulares y la FELIB, estable-
cerá los criterios objetivos o de preferencia que deben regir el otorgamiento de
las ayudas. La convocatoria anual fijará estos criterios, teniendo en cuenta que
las solicitudes con problemática social reconocida serán preferentes a la hora de
otorgar las ayudas.

Artículo 7
Actuaciones susceptibles de ser financiadas

1. Los proyectos de intervención para la rehabilitación y mejora de barrios
susceptibles de recibir financiación deben abarcar actuaciones en algunos de los
ámbitos siguientes:

- Ámbito urbanístico.
- Ámbito arquitectónico y de vivienda.
- Ámbito económico.
- Ámbito social.

2. A título meramente enunciativo, y en el ámbito urbanístico, son actua-
ciones capaces de ser financiadas las siguientes:

a) Propuestas de planeamiento para eliminar las carencias del barrio o
pueblo.

b) Urbanización o reurbanización para la mejora de las zonas urbanas
públicas, dotación de los espacios libres públicos y equipamientos públicos.

c) Implantación, renovación y mejora de les redes infraestructurales bási-
cas, con especial atención al soterramiento de les redes de servicios de telefonía
y de electricidad, así como la introducción de las tecnologías de la información
en los edificios y espacios urbanos.

d) Mejora de la accesibilidad, tanto en lo referente al espacio y a los edi-
ficios públicos, como a los bienes de interés cultural.

e) Provisión de equipamientos para uso colectivo.
f) Fomento de la sostenibilidad del desarrollo urbano, especialmente en lo

referente a la eficiencia energética, el ahorro en el consumo de agua y el reci-
claje de residuos.

g) Reducción de la polución ambiental, incluidas las contaminaciones
acústica y lumínica.

h) Mejora del transporte público para facilitar la comunicación entre el
barrio y el resto del núcleo urbano.

i) Eliminación de barreras arquitectónicas.

3. Entre otras, las actuaciones que, desde un ámbito arquitectónico y de
vivienda, pueden ser susceptibles de recibir financiación son las que se especi-
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fican a continuación:

a) Fomentar políticas de rehabilitación de edificios, fachadas y viviendas.
b) Proceder a la tramitación de un área de rehabilitación integral (ARI) o

de un área de renovación urbana (ARU).
c) Impulsar la oferta de viviendas en régimen de alquiler o de alquiler con

opción de compra, de acuerdo a las necesidades de la población.
d) Fomentar la construcción de viviendas de protección oficial con el con-

curso de la iniciativa privada o con los propios medios municipales.
e) Desarrollar ayudas para favorecer la emancipación de los jóvenes.
f) Promover la incorporación de tecnologías de la información en los edi-

ficios y el fomento de medidas de eficiencia energética, ahorro en el consumo
de agua y reciclaje de residuos en las edificaciones. 

g) Mejorar y poner en valor los centros históricos y los barrios que reúnen
valores patrimoniales.

4. En el ámbito económico, las actuaciones que pueden ser objeto de
financiación son las siguientes:

a) Favorecer la implantación de actividades económicas estables así como
el acceso a infraestructuras de formación ocupacional i educación permanente
con el objetivo de conseguir la inserción laboral de parados.

b) Fomentar la participación de la iniciativa privada en la recuperación de
estos barrios de los municipios, facilitar la conservación y potenciar la implan-
tación de la pequeña empresa de proximidad integrada en la trama urbana.

5. En el ámbito social, las actuaciones que pueden ser objeto de financia-
ción son las siguientes:

a) Actuaciones de promoción social que beneficien a los colectivos desfa-
vorecidos de la zona.

b) Actuaciones a favor de la equidad de género y la conciliación entre la
vida laboral y la familiar en el uso del espacio urbano y de los equipamientos.

c) Determinar el marco institucional y de participación ciudadana para el
despliegue de las actuaciones, y cualquier otra circunstancia que se considere
necesaria para que se pueda cumplir la propuesta del proyecto. Asimismo, en los
proyectos se debe indicar si existen otras intervenciones públicas en curso o pro-
yectadas en el mismo ámbito.

Artículo 8
Contenido mínimo de los proyectos

Los proyectos para los que se solicita la ayuda tendrán que contener como
mínimo:

a) La delimitación del área en la que se quiere intervenir.
b) El análisis de la situación actual del barrio así como la propuesta de

actuación, según lo que disponen los siguientes artículos.
c) La valoración de la necesidad de la actuación y los requerimientos de

mantenimiento.
d) El calendario de despliegue.
e) La indicación de otras intervenciones públicas posibles en curso o pro-

yectadas en el mismo ámbito y los recursos previstos con la aportación que se
prevé de cada una de ellas.

f) Las repercusiones del proyecto en la planificación urbanística y secto-
rial.

Artículo 9
Análisis del estado actual

El análisis del estado actual del barrio del municipio en el que se preten-
da intervenir incluirá una memoria descriptiva y unos planos del estado actual,
donde se concretarán, entre otros, los siguientes aspectos:

1. El estado de ejecución del planeamiento vigente.

2. Un análisis urbanístico pormenorizado de las carencias del barrio de la
ciudad o del pueblo.

3. Un análisis arquitectónico donde se concrete el grado de adecuación de
la edificación a las necesidades de la población residente.

4. El estudio del mercado de vivienda, indicando el grado de adecuación
de la oferta a la demanda de viviendas.

5. Un análisis social, que incluirá el estudio de la situación demográfica y
social del barrio, con especial acento en la descripción de los grupos de pobla-

ción en situación de desventaja social, el nivel conseguido en la igualdad de
género, la evaluación de los grupos sociales con riesgos de exclusión social, la
inmigración, la población dependiente así como las personas que requieren ayu-
das asistenciales.

6. Un análisis detallado de la situación económica del barrio, referente
tanto a la oferta y la demanda de trabajo como a la distribución y localización
de la actividad económica.

7. Un estudio de la situación del sector desde la perspectiva ambiental y
de sostenibilidad.

Artículo 10
La propuesta de actuación

La propuesta de actuación tendrá que incluir la estrategia social, econó-
mica, urbanística, arquitectónica y de vivienda, con comentarios sobre las actua-
ciones de rehabilitación y mejora que se pretenden llevar a cabo. Esta propues-
ta incluirá una memoria justificativa y unos planos resumen donde se detallaran
los aspectos siguientes:

1. Actuaciones de carácter urbanístico, como las dirigidas a la mejora del
espacio público, la provisión de equipamientos y zonas verdes, la implantación
y la renovación de las redes infraestructurales, la mejora de la accesibilidad, y
el fomento de la sostenibilidad y la eficiencia energética y ambiental del des-
arrollo urbano.

2. Actuaciones a nivel arquitectónico dirigidas, entre otras, a fomentar
políticas de rehabilitación de edificios así como a proceder, si es necesario, a la
tramitación de un área de rehabilitación integral (ARI) o de un área de renova-
ción urbana (ARU). Estas actuaciones podrán promover, asimismo, la incorpo-
ración de tecnologías de la información a los edificios y el fomento de medidas
de eficiencia energética, ahorro en el consumo de agua y reciclaje de residuos
en las edificaciones.

3. Actuaciones a nivel de vivienda, como las dirigidas al fomento del
alquiler y del alquiler con opción de compra y la construcción de viviendas de
protección oficial. Se pondrá especial atención en las actuaciones dirigidas a la
población joven, a los grupos económicamente desfavorecidos, así como a la
población dependiente.

4. Actuaciones a nivel económico y social, como actuaciones de promo-
ción social que beneficien a los colectivos desfavorecidos, fomento de la equi-
paración en el acceso a los servicios públicos, desarrollo de programas que com-
porten una mejora social y económica del barrio de la ciudad o del pueblo, faci-
lidades para la implantación de actividades económicas estables, así como para
el desarrollo del mercado laboral local, con especial atención a la inserción labo-
ral de los desocupados.

5. Actuaciones para la equidad de género en el uso del espacio urbano y
de los equipamientos.

6. Actuaciones dirigidas al fomento de participación ciudadana en el des-
arrollo de las actuaciones.

7. Asimismo, las propuestas tendrán que indicar si hay otras intervencio-
nes públicas en curso o proyectadas en el mismo ámbito y promover la coordi-
nación de las mismas con las propuestas en el proyecto.

Artículo 11
Solicitud de asistencia técnica

Los municipios pueden solicitar la asistencia técnica a la Administración
de la comunidad autónoma para elaborar los proyectos. 

Artículo 12
Determinación de los proyectos que se tienen que financiar

1. Se crea una comisión evaluadora cuya composición y funcionamiento
se tienen que determinar en la convocatoria anual, con atribuciones para propo-
ner al consejero de Vivienda y Obras Públicas, en el marco de cada convocato-
ria, los proyectos de intervención que se tienen que financiar, los beneficiarios
de las ayudas que se tienen que otorgar y la cuantía de estas ayudas dentro de
los márgenes que establece el siguiente artículo.

2. El consejero de Vivienda y Obras Públicas, atendida la propuesta for-
mulada por la comisión, resolverá. Si ésta introduce alguna variación respecto
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de la propuesta de la comisión, debe hacerlo de forma razonada.

Artículo 13
Fijación de la cuantía de la financiación aplicable a los proyectos

seleccionados

1. La contribución financiera de la Administración de la comunidad autó-
noma a los municipios para la ejecución de los proyectos seleccionados se esta-
blece en cada caso en la resolución del consejero de Vivienda y Obras Públicas.
Los municipios de menos población y, en todo caso, los de menos de 20.000
habitantes, deben ser objeto de consideración preferente a la hora de fijar el por-
centaje de contribución financiera por parte de la Administración de la comuni-
dad autónoma, que tiene que representar como mínimo el 40% y como máximo
el 90% del presupuesto global del proyecto, según los criterios que se determi-
nen en la convocatoria correspondiente.

2. La contribución a la que se refiere el apartado anterior es de carácter
económico, si bien, si así lo piden los ayuntamientos beneficiarios, puede cons-
tituir también, total o parcialmente, en la práctica por la Administración de la
comunidad autónoma o por sus entes dependientes, actuaciones materiales o de
prestación de servicios comprendidos en los proyectos seleccionados.

Artículo 14
Calificación de atención especial del barrio

1. La resolución de adjudicación de la subvención comportará la califica-
ción de atención especial del barrio durante el desarrollo de la intervención.

2. Los proyectos que cumplan con todos los requisitos de la convocatoria
de subvenciones y no obtengan subvención por falta de disponibilidades presu-
puestarias, podrán ser calificados de barrios de atención especial. Esta califica-
ción deberá ser tenida en cuenta en la siguiente convocatoria de subvenciones
en la elaboración de los criterios de preferencia.

3. La elección de un proyecto podrá llevar implícita, si es necesario, la tra-
mitación frente al Ministerio de la Vivienda para la declaración de ARI o ARU.

Artículo 15
Ejecución de los proyectos financiados

1. Los proyectos objeto de subvención serán ejecutados por el ayunta-
miento. No obstante, a solicitud de éste, podrán ser ejecutados, si es necesario,
total o parcialmente, por el Gobierno de las Illes Balears o por sus entes instru-
mentales.

2. También se podrán crear consorcios entre el Gobierno de las Illes
Balears y los ayuntamientos respectivos para la ejecución y gestión de los pro-
yectos de rehabilitación y mejora que cuenten con subvenciones otorgadas en
base a esta ley. Asimismo, podrán formar parte de los consorcios otras adminis-
traciones públicas o entidades sin ánimo de lucro que participen en el proyecto
de rehabilitación y mejora del barrio o pueblo correspondiente.

Artículo 16
Compatibilidad 

La percepción de ayudas de la Administración de la comunidad autónoma
para la financiación de los proyectos de intervención seleccionados en el marco
de las correspondientes convocatorias públicas a las que se refiere esta ley, es
compatible con la asignación de otros fondos públicos o privados para la ejecu-
ción de los mismos proyectos, siempre que se supere el coste total.

Artículo 17
Pago de la subvención

1. Con carácter general, el importe de las subvenciones se debe abonar
una vez justificado el cumplimiento de la finalidad para la cual se concedieron.

2. Se podrán hacer anticipos de pago de las subvenciones concedidas, con
la exigencia, si procede, de las garantías oportunas, y en los casos previstos en
el artículo 37 del Decreto Legislativo 2/2005, de 28 de diciembre, por el que se
aprueba el texto refundido de la Ley de subvenciones.

3. El justificante de la aplicación del fondo se ajustará a lo que dispone el
artículo 39 del Decreto Legislativo 2/2005, de 28 de diciembre. 

Artículo 18
Información y difusión

Los proyectos financiados mediante las subvenciones dirigidas a la reha-
bilitación y mejora de los barrios de los municipios de las Illes Balears creadas
en base a la presente ley, deben hacer constar que tienen financiación del
Gobierno de las Illes Balears, a través de la Consejería de Vivienda y Obras
Públicas. En caso de actuaciones cofinanciadas por los programas de ayuda
estatales o por los fondos estructurales de la Unión Europea también será nece-
sario mencionarlas. 

Disposición adicional primera

Los municipios podrán ejercer las iniciativas y funciones establecidas en
esta ley directamente o mediante la asociación o la colaboración con otros muni-
cipios u otras entidades locales de las Illes Balears.

Disposición adicional segunda

La comunidad autónoma reservará anualmente a cargo de sus presupues-
tos una partida presupuestaria mínima de 10.000.000 € para el financiación de
las actuaciones de rehabilitación y mejora que se contemplan en la  presente ley.

Para el año 2009 se realizarán las modificaciones presupuestarias perti-
nentes para presupuestar la cantidad proporcional a la establecida en el párrafo
anterior a contar a partir de la publicación de la convocatoria correspondiente.

Disposición adicional tercera

El contenido de esta ley constituirá las bases reguladoras de la actuación
de fomento prevista, la cual se deberá desarrollar anualmente mediante la
correspondiente convocatoria. 

La convocatoria se regirá por lo que se dispone en esta ley, y tan solo en
los aspectos no previstos se regirá por lo que dispone el texto refundido de la
Ley de subvenciones, aprobado por el Decreto Legislativo 2/2005, de 28 de
diciembre.

Disposición adicional cuarta

Los principios de complementariedad y de coordinación, en coherencia
con los objetivos previstos en esta ley, deben informar todas las actuaciones que
desarrollen las consejerías de la Administración de la comunidad autónoma, en
el marco de las respectivas competencias orgánicas, en el ámbito de la rehabili-
tación y mejora de barrios considerados de atención especial.

Disposición final primera

Se autoriza al Gobierno de las Illes Balears a dictar las disposiciones nece-
sarias para el desarrollo y aplicación de esta ley.

Disposición final segunda

Esta ley entra en vigor el  día siguiente de su publicación en el Butlletí
Oficial de les Illes Balears.

Por tanto, ordeno que todos los ciudadanos guarden esta Ley y que los
Tribunales y las Autoridades a los que correspondan la hagan guardar.

Palma, a diecinueve de marzo de dos mil nueve.

EL PRESIDENTE,
Francesc Antich i Oliver

El consejero de Vivienda y Obras Públicas,
Jaume Carbonero Malberti

— o —
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